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Radicación Nro.
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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Juan Bautista Uribe Giraldo  

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:
REGIMEN DE TRANSICION Y ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse de dicho régimen, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de dicha disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.
Citación jurisprudencial: Sentencia SL-6557 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma. / 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las tres y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JUAN BAUTISTA URIBE GIRALDO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 10 de julio de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y PORVENIR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00348-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Juan Bautista Uribe Giraldo que la justicia laboral declare que su afiliación a la AFP Porvenir S.A. es nula e igualmente que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990. Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 12 de junio de 2010, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Nació el 12 de junio de 1950, por lo que los 60 años de edad los cumplió en la misma fecha del año 2010; el 31 de agosto de 2011 solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez, misma que fue resuelta negativamente mediante la resolución GNR 019883 de 1º de marzo de 2013, bajo el argumento que no cumplía con la densidad de semanas exigidas; frente a ese acto administrativo presentó recurso de apelación, el cual fue resuelto adversamente a través de la resolución Nº GNR 248010 de 4 de octubre de 2013; en el mes de octubre de 2000 fue afiliado sin su consentimiento a la AFP Porvenir S.A., afiliación que fue cancelada en el mes de noviembre de esa anualidad; la cotización del mes de octubre de 2000 la hizo también al ISS por medio de Prosperar; el 16 de octubre de 2007 se trasladaron los aportes hechos en la AFP con destino al ISS.
Al contestar la demanda –fls.72 a 75 y 168- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de nacimiento del actor, la solicitud de reconocimiento pensional y el contenido de los actos administrativos relacionados por el actor. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, y “Prescripción”.

Por su parte, la AFP Porvenir S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls.184 a 192- no aceptó ninguno de los hechos relatados por el demandante, aclarando que el traslado de saldos se presentó después de que en reunión celebrada entre esa entidad y Colpensiones para resolver casos de multiafiliación, se estableciera que el accionante se encuentra válidamente afiliado en la Administradora Colombiana de Pensiones. Se opuso únicamente a la pretensión tendiente a que se declare nula la afiliación a Porvenir S.A., proponiendo las excepciones de fondo de “Validez de la afiliación al RAIS e inexistencia de vicios en el consentimiento”, “La situación de multiafiliación es diferente al fenómeno de la nulidad”, “Improcedencia de la acción por carencia de objeto, falta de causa para demandar e inexistencia del derecho”, “Compensación”, “Pago”, “Caducidad de la acción”, “Prescripción”, “Buena fe” e “Innominada o Genérica”.

En sentencia de 10 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Juan Bautista Uribe Giraldo se encuentra válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida, en consideración a que la AFP Porvenir S.A. y la Administradora Colombiana de Pensiones al resolver casos de multiafiliación decidieron que él nunca estuvo afiliado al RAIS. Posteriormente estableció que el actor es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos más de 40 años de edad, siéndole aplicable el Acuerdo 049 de 1990, sin embargo, a pesar de cumplir con el requisito de edad al haber cumplido los 60 años de edad el 12 de junio de 2010, lo cierto es que en toda su vida laboral tiene acreditadas 519 semanas de cotización, de las cuales 435 fueron realizadas dentro de los 20 años anteriores, motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez reclama.
Adicionalmente expresó que el accionante no puede continuar beneficiándose del régimen de transición más allá del 31 de julio de 2010, por cuanto no acredita por lo menos 750 semanas de cotización o de servicios prestados a 29 de julio de 2005, fecha en que entró en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2005.

Inconforme con la decisión, el señor Juan Bautista Uribe Giraldo interpuso recurso de apelación argumentando que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez, debido a que en la historia laboral aportada con la demanda se acreditan 750 semanas de cotización.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Reúne el señor Juan Bautista Uribe Giraldo los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y ACTO LEGISLATIVO 001 DE 2005.

Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.

El Acto Legislativo 001 de 2005, por medio del cual se adicionó el artículo 48 de la Constitución Nacional, dispuso, en el parágrafo transitorio 4º, como fecha límite para la aplicación de dicho régimen el  31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que, además de beneficiarse del mismo, acrediten como mínimo 750 semanas cotizadas o  su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia de la disposición, esto es, el 29 de julio de 2005, a los cuales se les respetará el régimen hasta el año 2014.

2. EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA.
Según las voces del artículo 269 del Código de Procedimiento Civil, los instrumentos que no estén firmados ni manuscritos por la parte contra quien se oponen, solo tendrán valor probatorio si son aceptados expresamente por ésta o por sus causahabientes. 

En recientísima sentencia SL-6557 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma en los siguientes términos:

“En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 

Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”

Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”.”.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta instancia por no haber sido objeto de controversia en el recurso de apelación y porque así quedó acreditado en el proceso: i) Que el señor Juan Bautista Uribe Giraldo nació el 12 de junio de 1950, ii) Que el actor se encuentra válidamente afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones, pues así se determinó en reunión efectuada entre esa entidad y la AFP Porvenir S.A., por lo que la afiliación del señor Bautista Uribe al RAIS no tuvo efectos jurídicos.

Ahora bien, sostiene el demandante en la sustentación del recurso de apelación que en una historia laboral aportada con la demanda, la Administradora Colombiana de Pensiones le reconoció 750 semanas de cotización en toda su vida laboral.
Al observar las historias laborales allegadas por el actor –fls.42 a 50- se tiene que a las mismas no se les puede dar el valor probatorio pretendido por él, por cuanto carecen de firma o de signo distintivo que permitan conocer su autor, e igualmente las mismas no fueron utilizadas por la Administradora Colombiana de Pensiones para edificar su defensa.

A más de lo anterior, si se obviara la situación planteada, la verdad es que no es cierto que en esas historias laborales se hayan reconocido 750 semanas, pues en la que se ve a folios 42 a 47 se reportan un total de 514.17 y en la que se observa a folios 48 a 50 se registran 439.43. Respecto a esta última historia laboral debe decirse que al lado del cuadro denominado “Total semanas cotizadas” se escribió a lapicero el número 750, lo que indica que ese documento fue alterado en los términos del artículo 261 del C.P.C. (hoy 252 del C.G.P.), motivo por el que no es posible darle validez a ese número de semanas escrito a lapicero, pues al no haber firma de quien suscribe o autoriza el documento, tampoco había la posibilidad de que éste las salvara bajo su firma o autorización.
De conformidad con lo expuesto, para analizar si al demandante le asiste el derecho que reclama, se estudiará la historia laboral válida para prestaciones económicas allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.76 a 79-.

Como el señor Juan Bautista Uribe Giraldo nació el 12 de junio de 1950, para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 43 años de edad, motivo por el que podía beneficiarse del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hasta el 31 de julio de 2010.

El régimen pensional al que se encontraba afiliado antes de la entrada en vigencia del sistema general de pensiones, era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, pues según la historia laboral allegada por Colpensiones, en toda su vida laboral el demandante ha prestado sus servicios en el sector privado.

Ese régimen pensional exige tener cumplidos 60 años de edad en el caso de los hombres y haber cotizado 500 semanas en los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas de cotización en cualquier tiempo.

Los 60 años de edad los cumplió el accionante el 12 de junio de 2010 y según la mencionada historia laboral, en toda su vida ha cotizado 519 semanas, de las cuales 434.87 las realizó entre en los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad; motivo por el que no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama.

Ahora bien, para que el accionante pudiera continuar beneficiándose del régimen de transición hasta el año 2014, le correspondía acreditar que para el 29 de julio de 2005 tenía cotizadas por lo menos 750 semanas, pero como ya se vio en toda su vida laboral tan solo reporta 519 semanas cotizadas, por lo que no le resultaba seguir beneficiándose del régimen de transición hasta el año 2014.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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